Expediente Nro.127.869       VILLALBA Jorge Ricardo 

Número de Orden:             c/ ARBASETTI Horacio S/

Libro de Interloc. Nro.27    COBRO EJEC. DE ALQUILERES

Bahía Blanca, 5    de octubre de 2006.-

    AUTOS Y VISTOS:

                CONSIDERANDO: El acreedor se encuentra plenamente habilitado, a fin de hacer efectivo su crédito, para pedir la venta forzada de  los  derechos  y acciones hereditarios que su deudor  tiene  derecho  a percibir  sobre  determinado  bien inmueble -de hecho, así fue dispuesto a fs. 73 vta.-, sin  que  constituya requisito  necesario  para  su  cumplimiento la previa inscripción de la declaratoria de herederos en el  Registro de la Propiedad, ya que no median motivos  para su exigencia (art. 16 ley 17.801).

                Consecuentemente, corresponde  revocar el decisorio de fs. 158úen cuanto fue materia  de  recurso. 

                POR ELLO, se revoca la resolución apelada de fs. 158 que exigió que previo al remate se debía inscribir la declaratoria de herederos en  el  Registro  de la Propiedad, con costas al apelado vencido (art. 69 del C.P.C.). Difiérese la regulación de honorarios  hasta  la  oportunidad prevista por el art. 31 del dec. ley 8904. Devuélvase a la instancia  de  origen.

                Horacio Viglizzo - Abelardo A. Pilotti - Leopoldo L. Peralta Mariscal (en disidencia).

               en disidencia

Ante mí:

                       D I S I D E N C I A

Bahía Blanca, 5  de octubre de 2006.-

    AUTOS Y VISTOS:

         CONSIDERANDO: 1) La resolución  apelada que dispone que "...Previo a resolver, advirtiéndose que a la fecha del  presente  no  obra  en  autos constancia del estadio procesal del sucesorio  de  don Norberto  Aquiles Arbasetti, más precisamente si se ha dictado declaratoria de herederos ya  que  es  preciso que  previo al remate se encuentre inscripta la declaratoria  de  herederos que le reconoce tal carácter al ejecutado.  Y a fin de evitar futuras nulidades, pasen al Juzgado de igual fuero nø 2 para la correspondiente certificación en el sucesorio nø 27.997" se  trata  de 
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una providencia simple que no causa al apelante gravamen  irreparable  desde que sólo difiere la resolución de la cuestión para un estadio posterior. Consecuentemente, el recurso no debió superar el examen previo de admisibilidad (art. 242 inc. 3ø del Código Procesal).

                2)  No obstante, si se considera superado ese escollo, el auto recurrido se ajusta a  derecho.

                En  efecto, la subasta judicial no resulta  equiparable  con el contrato de compra venta ni con el de cesión onerosa de derechos, pues es un  acto jurisdiccional de naturaleza  publicista  mediante  el cual el juez competente ejecuta bienes del deudor para obtener  una suma líquida de dinero y poder satisfacer así  a los acreedores ejecutantes, prescindiendo absolutamente de la voluntad del titular de dominio. Todos los contratos (incluyendo los dos que nos ocupan), muy por el contrario, exigen el consentimiento pleno y válido de ambas partes (art. 1.137 del Código Civil) del que se prescinde totalmente en el caso de subasta, pudiendo estos tener el mas variado de los objetos (art. 1.197  del  mismo  código) con la única limitación impuesta por el  art.  953  y  conc.  del  Código  Civil mientras que aquella no, como se verá. 

                3) Sentadas las diferencias mas importantes  que  hacen  inconciliables  a  los mencionados contratos con la subasta judicial, cabe analizar ahora si los derechos hereditarios, ya sea sobre un bien determinado o sobre todos ellos en  forma  indeterminada (que sin ninguna duda pueden ser objeto de los contratos), son susceptibles de ser rematados en subasta pública. Para ello, debe dejarse aclarado que estos  derechos  (tanto  en  uno  como en otro caso como se demostrará),  son de contenido absolutamente difuso, intangible y contingente. 

                En efecto, cuando los derechos  y  acciones  son  los que corresponden a alguien sobre toda la herencia, jamás puede saberse a ciencia cierta cuál es  el  contenido  de  éstos,  por  lo  menos en forma completa,  puesto que existe siempre la posibilidad de que aparezcan nuevos bienes (lo que no acarrearía  inconvenientes) o deudas desconocidas con  anterioridad, pudiendo desaparecer en este último caso todo el activo de la sucesión.

                Cuando se trata de derechos y acciones que corresponden sobre un bien específicamente  determinado (salvo el caso de los créditos, art. 3485 y siguientes  del  Código  Civil),  la conclusión a que se llega es la misma. Si hay varios herederos (y aunque 
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fuera uno solo existe siempre la posibilidad de que se presente alguien invocando y  acreditando  debidamente tal calidad), los bienes se  concentran  formando  una masa indivisa en la cual aquellos tienen un derecho en expectativa que será concretado con la partición o con la inscripción de la declaratoria de herederos en  favor de la o las personas declaradas como tales, pedida por  todos  ellos  (pues  en este caso, la inscripción equivale a una partición en que las partes se  adjudican en condominio los bienes relictos). Antes de estos trámites, no tienen derecho alguno sobre un bien de la herencia materialmente determinado, pues puede tocarle a otro heredero en la partición (ya presentado  o  que se pueda presentar en lo sucesivo). Por lo tanto, como se adelantara, tampoco puede saberse en este caso cuáles son "los derechos y acciones hereditarios que  corresponden sobre un bien determinado", llegando nuevamente a la conclusión de que se trata de un objeto difuso  y  contingente,  salvo  cuando se ha aprobado la partición o se ha inscripto la declaratoria de herederos en favor del único presentado como tal (recordemos que  la  inscripción en favor de todos los herederos y pedida por todos ellos, equivale a una verdadera cuenta  particionaria); mas en estos casos, ya no son "derechos y acciones hereditarios", sino que  el  beneficiario pasa a ser titular de dominio liso y llano  con título suficiente (partición judicialmente aprobada  o declaratoria de herederos inscripta a pedido de  todos los declarados como tales) y modo suficiente (por ficción jurídica tiene la posesión de los bienes  hereditarios desde la delación, arts. 3415, 3418 y conc. del Código Civil).

                Cierto  es que aún inscripta la partición  o  la  declaratoria de herederos en favor de los declarados (uno o varios), pueden  presentarse  en  lo sucesivo otras personas invocando  y  demostrando  tal calidad.  Pero porque esta contingencia tenga carácter imprevisible e inevitable no puede ser desvirtuada  la necesidad de concreción efectiva del título suficiente (partición judicialmente aprobada u orden de  inscripción de la declaratoria de herederos pedida por  todos aquellos que fueron declarados tales), resultando conveniente, además, que la inscripción  sea  debidamente efectivizada  para  su  oponibilidad  a terceros (art. 2.505  del  Código Civil). De tal forma quedan debidamente perfeccionados los derechos en expectativa generados por el fallecimiento del causante.

4) Establecido ya el contenido de los derechos  y  acciones hereditarios, resta analizar si los mismos pue
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den  ser  objeto  de una subasta judicial. Se adelanta que no. Sólo los herederos (salvo  circunstancias  excepcionales y contingentes) se encuentran en condiciones medianamente claras de determinar cuáles  son  los derechos que en definitiva van a corresponderle a él o a sus coherederos sobre la herencia y por lo tanto serían los únicos que en el acto de la  subasta  podrían saber a ciencia mas o menos  cierta  (nunca  en  forma precisa) qué es lo que están comprando. Serían  entonces,  en  la práctica, los únicos oferentes pues nadie va a comprar algo que no sabe qué es, qué valor  tiene y lo que es peor, si en definitiva va a existir o  no. Y  en caso de que ellos no compren, lo haría el acreedor puesto que de lo contrario la insatisfacción de su crédito sería segura, siendo en  este  caso  solamente probable. Se estarían lesionando de esta  forma  tanto los derechos del ejecutante  como  los  del  ejecutado (pues  terceras  personas podrían estar interesadas en pagar un precio mayor), lo que resulta inadmisible.

                5)  La  seriedad que debe revestir una subasta judicial exige que esté dirigida a  un  número indeterminado  de posibles interesados y que lo que se ofrece  para  su  conversión  en dinero sea fácilmente evaluable  por  lo  que es en sí mismo y no por lo que indirectamente podría llegar a ser, por  lo  cual,  la única salida plausible es que el acreedor, echando mano  a la acción subrogatoria (art. 1196 del Código Civil) concrete los derechos en expectativa de su deudor (heredero  por hipótesis) y, una vez hecho esto, solicite la subasta judicial.

                POR  ELLO,  se  confirma la resolución apelada de fs. 158 y se difiere la regulación de honorarios hasta la oportunidad prevista por  el  art.  31 del dec. Ley 8.904. Devuélvase a la instancia de  origen. 

Leopoldo L. Peralta Mariscal. 

                Ante mí: Fabiana Vera.

